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RESUMEN
En este Programa, los sectores que recibirán apoyo financiero, así como el tipo de intervención específica en cada sector, se definirán después de firmado el préstamo. Los montos movilizados por el sector privado, así como su efectividad relativa con respecto a la inversión pública dependerán del alcance de reformas en curso. En este contexto, este trabajo tiene como propósitos: 
· proponer un grupo de sectores, tipo de intervenciones y montos (diversas infraestructuras y capital humano), en un ejercicio de dimensionamiento que refleja aspiraciones expresadas por el Gobierno, brechas y capacidades de gestión sectoriales;
· estimar impactos de inversiones adicionales sobre el crecimiento del PIB en el caso de infraestructura, y de inversiones en capital humano sobre los ingresos sobre el ciclo de vida de los beneficiarios de las intervenciones propuestas; 
· hacer una prueba de estrés a la relación costo-beneficio del impacto catalítico para hallar el nivel mínimo de fondos privados que debe movilizar el Programa para ser socialmente eficiente.  
Durante la preparación de la operación, y en desarrollo de los anteriores propósitos, se estimó el incremento de la inversión privada atribuible a los proyectos que se generarían por la implementación del PAPP. De acuerdo con el estudio y en su Escenario Base, el Programa podría movilizar en una década MM US$ 2,500 para aeropuertos; MM US$ 12,194 para carreteras primarias (a cargo de ANI) o secundarias; MM US$ 3,693 para acueducto y alcantarillado; MM US$ 1,450 para telefonía fija y móvil; MM US$ 5,000 para conexiones de banda ancha; MM US$ 1,193 en educación; MM US$ 1,002 en salud adulta; y MM US$ 973 en primera infancia. 
Esto equivale a movilizar en APPs un total de MM US$ 24,837 para infraestructura física y MM US$ 3,167 para capital humano. El gran total sería de MM US$ 28,004. Anualmente, equivalen a US$ 2,800 millones de inversión privada, una cantidad factible en las actuales condiciones del mercado de capitales doméstico y la mejora de la percepción del país para los inversionistas extranjeros.   
Esto significaría un incremento anual promedio de inversión privada de 0.73% respecto del PIB proyectado de 2014. Puesto que los impactos de los diferentes tipos de infraestructura física sobre el PIB se calcularon con modelos distintos por sector y suponiendo que se hacen de manera independiente, las diferentes contribuciones no se pueden sumar. El impacto de la inversión en transporte terrestre y agua y alcantarillado haría que el PIB creciera en 0.69% adicional; y el impacto de la inversión en acceso a telecomunicaciones y en banda ancha harían que el PIB subiera en 0.20% anual. El impacto conjunto de los tipos de inversión debe ser una cifra entre 0.69% y 0.89% (esta última es la suma de los crecimientos independientes). 
Se han examinado dos Escenarios adicionales. En el primer escenario adicional, se asume que no se movilizan inversiones privadas en el sector de transporte terrestre. En este Escenario sin transporte terrestre, se movilizarían MM US$ 15,810 en una década, de los cuales MM US$ 12,643 se destinarían a aeropuertos, agua y alcantarillado, telefonía fija y móvil, y banda ancha, y MM US$ 3,167 a capital humano. Esta inversión acumulada asciende 4.2% del PIB proyectado para 2014, igual a una inversión anual privada promedio de 0.42% del PIB, igual a MM US$ 1,581. En el segundo escenario adicional (más pesimista), el Programa se reduciría a movilizar inversiones privadas en sectores de infraestructura diferentes al modo carretero, y no lograría movilizar recursos al sector de capital humano. En esta situación, se movilizarían MM US$ 12,643 en una década. Esta inversión acumulada asciende a 3.3% del PIB proyectado para 2014, que equivale a una inversión anual privada promedio de 0.33% del PIB, igual a MM US$ 1,264. 
La prueba de estrés al valor esperado de la relación beneficio-costo de las acciones catalíticas arroja que el Programa sólo sería socialmente ineficiente si movilizaran menos de MM US$ 235 privados anuales. Por la ausencia de definiciones previas en sectores, por la incertidumbre en las rentabilidades sociales de algunas intervenciones y la dificultad de adaptar experiencias internacionales de valor por dinero adicional cuando se recurre al sector privado, este resultado debe examinarse con prudencia. 
Los impactos de las inversiones en infraestructura física se calcularon con modelos de crecimiento endógeno al estilo de los trabajos de  Robert Barro. Los parámetros de los modelos de telecomunicaciones y banda ancha se tomaron de trabajos previos del consultor; se estiman con técnicas econométricas estándar con controles de causalidad (Arellano-Bond y Seemingly Unrelated Regression, según el caso), en paneles de países que incluyen a Colombia. Los impactos de las inversiones en capital humano se estimaron con modelos Mincerianos de retornos sobre los ingresos laborales por año adicional de intervención o cambios en tasa de supervivencia, con rentabilidades privadas calculadas por Bernal y Camacho (2012) para Colombia. 
Estos dos tipos de modelos de impacto serán insumos útiles para la selección de sectores e intervenciones, más que el análisis beneficio-costo. 
Finalmente, en este estudio se recomienda examinar cuidosamente la posibilidad de intervenir en los sectores de cárceles, mantenimiento vial óptimo, y seguros privados para infraestructura contra eventos catastróficos, que no se evaluaron en este trabajo, pero que podrían tener altos impactos positivos. 


0 INTRODUCCIÓN Y OBJETIVO
El objetivo de la presente consultoría es desarrollar un análisis económico del Programa de Apoyo a la Participación Privada en Infraestructura (PAPP) en Colombia y hacer una prueba de estrés del valor esperado de la relación beneficio-costo del Programa en sus efectos catalíticos. Este Programa es consistente (i) con los objetivos del Plan Nacional de Desarrollo (PND) 2010-2014, que busca impulsar “el uso de nuevos esquemas de gestión de proyectos en el marco de las APP, que propenderá por el desarrollo de infraestructura, mediante el uso de mejores prácticas internacionales, no sólo en transporte,…, sino en la construcción y desarrollo de infraestructura social y de uso institucional,…, donde las eficiencias que genere el sector privado repercutan directamente en beneficios para la sociedad”; (ii) con la Estrategia de País del Banco (GN-2648-1), que busca la promoción de las APP y la atracción de inversionistas institucionales.
El valor total del Programa es de US$25 millones, dividido en dos componentes:
Componente I (US$21 millones). Fomento a la participación privada. Este componente financiará la elaboración de estudios técnicos de identificación, conceptualización, pre-inversión, estructuración y/o implementación de proyectos de vinculación del sector privado, y estudios para la formulación y desarrollo de políticas y marcos normativos y/o regulatorios en distintos sectores de infraestructura con potencial inversión del sector privado, tanto a nivel nacional y/o sub-nacional. Comprende actividades y estudios para el desarrollo del entorno institucional y fortalecimiento de capacidades técnicas de las entidades responsables del desarrollo e implementación de dichos proyectos, políticas y marcos de participación privada[footnoteRef:2]. También se evaluarán experiencias de participación privada y se ejecutarán actividades de promoción, seguimiento, socialización, comunicación y divulgación de esquemas de APP, de proyectos específicos y de la información relacionada con el programa.  [2:  Incluyendo  la coordinación con el MHCP para atender las responsabilidades que se le asignan en el marco de la Ley 1508, y con los Ministerios de línea y resto de entidades públicas, tanto de orden nacional como sub - nacional, susceptibles de ser beneficiarios del Programa, de acuerdo a la demanda sectorial y la agenda política de DNP.] 


Los estudios específicos se orientarán principalmente a atender los desafíos identificados asociados al proceso de participación privada en infraestructura en los sectores comprendidos en el programa. 

El fortalecimiento del conocimiento y de la capacidad técnica e institucional de las entidades nacionales y sub-nacionales se dará a través de diversas formas, desde el asesoramiento y acompañamiento de estudios específicos, como de promoción, comunicación y difusión de fundamentos y beneficios potenciales de proyectos APP, actividades de socialización, talleres técnicos y de información, y provisión de herramientas como tutoriales, manuales de procedimientos directrices y guías para el desarrollo y la evaluación de proyectos. 

[bookmark: _GoBack]COMPONENTE II (US$2,2 MILLONES). Fortalecimiento de capacidad del DNP. Este componente financiará la consolidación de la capacidad del DNP para atender los procesos de selección, registro, análisis, evaluación, aprobación y gestión de proyectos APP. Las actividades comprendidas consisten en la contratación de consultorías para la organización y puesta en funcionamiento de la unidad de participación privada que tendrá a cargo dichas funciones, lo cual incluirá la definición de su estructura, el diseño y preparación de mapas de procesos, guías técnicas metodológicas y herramientas de gestión, entre otros aspectos; y la capacitación del personal de dicha unidad y de divisiones sectoriales relacionados con el Programa.

Adicionalmente a las actividades comprendidas en los mencionados componentes, el programa financiará también los gastos asociados a la administración durante la ejecución del programa (Coordinación del Proyecto), la auditoría financiera y la elaboración de los estudios correspondientes a la evaluación de la operación.

El Anexo Técnico del documento de Perfil de Proyecto menciona los siguientes sectores como candidatos a recibir apoyo del Programa: transporte, agua potable y saneamiento básico, vivienda, minería y energía, sector agropecuario y medio rural, transporte urbano, tecnologías de la información y comunicaciones (TIC), salud, educación básica y media, justicia, infraestructura social general y primera infancia, y servicio al ciudadano. 
Este informe se desarrolla de la siguiente forma. La sección 1 discute el alcance de la evaluación y los retos de diseño del Programa. La sección 2 propone  las metodologías macroeconómicas de medición de los impactos del Programa sobre el PIB para infraestructura (transporte, acceso a telecomunicaciones, banda ancha; aeropuertos y agua potable y saneamiento) y capital humano (educación, salud adulta y primera infancia). Estos impactos serán insumos útiles. La sección 3 resume el estado o perspectivas de la inversión privada en los sectores seleccionados y propone niveles de intervención. La sección 4 presenta las estimaciones de impacto. La sección 5 estima el valor esperado de la relación beneficio-costo de los efectos catalíticos del Programa en el Escenario base. La sección 6 presenta escenarios de movilización recursos y su impacto sobre la relación beneficio-costo del Programa. Finalmente, la sección 7 hace recomendaciones para el diseño del Programa, especialmente para los usos del Componente I y discute el papel de las PPAs en sectores de gran importancia, pero en los que no se pueden hacer estimaciones confiables de impacto (sistema carcelario, mantenimiento de infraestructura física, seguros contra catástrofes). Se incluye la bibliografía revisada para adelantar el trabajo, agrupada por temas generales y sectoriales. 



1 ALCANCE DE LA EVALUACIÓN ECONÓMICA Y RETOS DE DISEÑO DEL PROGRAMA 
ALTERNATIVAS DE MEDICIÓN DE IMPACTO O EVALUACIÓN 
En principio hay cinco alternativas no excluyentes para evaluar impactos económicos o eficiencia ex ante de proyectos y programas:
· El análisis costo-beneficio. Debe usarse siempre para definir si un proyecto individual se hace o no, dependiendo de los beneficios sociales netos estimados; se usan también para priorizar clases de intervenciones, examinando la experiencia internacional de manera amplia (Lomborg 2007). 
· La rentabilidad privada de intervenciones de beneficiarios de programas en los sectores sociales (salud, educación, primera infancia). Se traduce en incremento salarial permanente. 
· El análisis de comparador público-privado. Ayuda a estimar las diferencias hipotéticas en valor creadas al trasladar responsabilidades (que pueden incluir la inversión) y riesgos del sector público al privado, cuando se dispone de información útil sobre costos de capital y evidencias de mejoras de calidad, oferta  innovadora de productos y reducción de costos. Estos atributos dependen del método de selección y de la fortaleza institucional.  
· Los modelos macroeconómicos. Traducen cambios de variables de política a cambios en la tasa de crecimiento del PIB per capita o en el PIB. 
· Los modelos de medición de riqueza preparados por el Banco Mundial (World Bank 2011 y 2006), que miden el acervo de capital producido (infraestructura) y de capital intangible (capital humano, instituciones) de acuerdo con los niveles de intervención.  
En este contexto, la llamada evaluación de impacto (Khandker et al 2010; Gertler et al 2011; Bernal y Peña 2011) mide el cambio en productos (outputs) y resultados (outcomes) atribuible a un proyecto o programa ya ejecutado; los datos obtenidos se usan para calcular rentabilidades privadas y análisis costo-beneficio y evaluar ex ante futuras intervenciones.
El Programa CO-L1131 es abierto en sectores y en proyectos, y una parte de información disponible sobre impactos económicos de intervenciones en los sectores postulados proviene de paneles internacionales. Por esto, la medición de impacto y una posible evaluación de beneficio-costo tienen varias limitaciones: (i) el impacto del Programa dependerá de la composición definitiva de sectores y proyectos que defina el Gobierno de Colombia; (ii) cuando los resultados son específicos al lugar (como en el caso de la reducción de la contaminación del aire urbano, por ejemplo), los datos de intervenciones individuales no se pueden extrapolar; pero la dificultad de estimar impactos no implica que no se deban establecer intervenciones; (iii) la convergencia y las regularidades internacionales permiten estimaciones robustas en modelos de crecimiento; sin embargo, los resultados de este tipo deben interpretarse con cuidado por los supuestos; y (iv) los aportes adicionales de un proyecto con participación privada dependen de la capacidad institucional y del nivel de competencia en el mercado de operadores privados, asuntos que no se conocen de antemano.
Los puntos (i) y (iv) son los más importantes por sus implicaciones tanto para la evaluación como para el diseño del Programa. La capacidad institucional permite, con mayor o nivel éxito, diseñar y evaluar proyectos y conducir programas por parte del sector público, seleccionar a operadores idóneos, regular costos, supervisar resultados, y sancionar a operadores que incumplan sus compromisos de inversión u operación. Por otro lado, la competencia determina el nivel de precios de los servicios ofrecidos y el potencial de innovar a mediano y plazo. 
¿CÓMO EVALUAR UN PROGRAMA DE ÉSTE TIPO?
En opinión del consultor, el primer paso de este trabajo es presentar órdenes de magnitud del impacto de intervenciones que faciliten al Gobierno de Colombia y al Banco priorizar sectores y dimensionar el Programa después de firmado el préstamo. Para ello, forzosamente se deben usar técnicas gruesas de carácter macroeconómico en caso de la infraestructura. Es posible elegir entre modelos de equilibrio general, modelos de multiplicadores basados en matrices de contabilidad social o insumo-producto, o modelos de crecimiento para examinar impactos. 
Para infraestructura física (redes viales, acceso a telecomunicaciones y banda ancha), se avaluará el impacto incremental de las intervenciones sobre la tasa de crecimiento de PIB per capita. Para capital humano (educación, salud adulta, primera infancia), se evaluará el impacto incremental de los retornos por escolaridad, mejora la tasa de supervivencia de los adultos y de los retornos por tratamientos en los primeros años, sobre el valor presente de los ingresos de los individuos. Puesto que la literatura empírica que compara desempeños en valor por dinero por modalidad de inversión y operación (pública o privada) y la experiencia internacional es estadísticamente escasa y difícilmente adaptable, las estimaciones se usarán sin incorporar el origen de los fondos o los incentivos. 
El Programa tiene 2 efectos catalíticos potenciales: (i) adelanto de los beneficios de las intervenciones en el tiempo (efecto de mejora de calidad institucional, que reduce costos de transacción) y (ii) mejora de eficiencia (efecto valor por dinero). Como segundo paso del análisis económico del proyecto, en la sección 4 se hace una prueba de estrés (rentabilidad mínima aceptable) a la relación beneficio-costo del impacto catalítico, teniendo en cuenta el efecto de adelanto de beneficios de las intervenciones.     
Las necesidades de Colombia son muy altas en servicios todavía inexistentes y difícilmente evaluables en este momento. Esto no impide que se hagan recomendaciones para examinar su inclusión en el Programa en seguros y justicia en la sección 5.  

2 METODOLOGÍAS PARA ESTIMAR LOS IMPACTOS DEL PROGRAMA
INFRAESTRUCTURA BÁSICA (AEROPUERTOS, CARRETERAS, ACUEDUCTOS Y ALCANTARILLADO)
Greiner et al (2005) proponen un modelo de crecimiento endógeno con infraestructura. Se asume un hogar representativo que maximiza el valor presente de sus utilidades por consumo y que el gobierno cumple con una restricción presupuestal y de financiación de sus gastos (incluyendo la inversión en infraestructura) mediante impuestos o emisión de deuda sostenible. El PIB se produce combinando capital privado e infraestructura, que está sujeta a congestión. Para un camino de crecimiento balanceado, sin ilusiones fiscales, la tasa anual de crecimiento del PIB, igual a la del consumo, es:

Donde , G es el acervo de infraestructura, K es el acervo de capital privado,   es la tasa de descuento de la utilidad,  es la tasa de depreciación del capital privado,  es un parámetro de la función de utilidad del hogar representativo,  es la tasa de impuestos corporativos, y  es el exponente del capital privado en la función de producción del PIB. 
El cambio en la tasa de crecimiento del PIB originado en un cambio en la proporción entre infraestructura y capital privado, imputable al programa, será: 

En el caso especial de este modelo, se usan los parámetros  (Barro, 1990)  y (Hall, 1988: 355).

INFRAESTRUCTURA DE ACCESO GENERAL A TELECOMUNICACIONES
Benavides, Castro, Devis y Olivera (2012: 42-50), en un trabajo de Fedesarrollo, estiman una adaptación del modelo de Zahra, Azim y Mahmood (2008), que examina el impacto del acceso a los servicios de telecomunicaciones sobre la tasa de crecimiento del PIB per capita. El modelo original tiene en cuenta efectos fijos y efectos aleatorios. 
La ecuación estimada es:
   
donde i es el índice del país; t es el año de la observación;  y son parámetros específicos del país y del año, respectivamente;  representa la tasa de crecimiento real anual del PIB del país i en el año t;  es el PIB medido en paridad, con un año de rezago;  es la inversión en activos fijos como proporción del PIB, con un año de rezago;  es la proporción del consumo del gobierno con respecto al PIB;, es la tasa de crecimiento de la población del país i;  es una medida del acceso a la infraestructura de telecomunicaciones, que se calcula como un índice que suma los logaritmos naturales del número de suscriptores de telefonía fija, móvil e internet por cada 1000 habitantes; y  es un vector de variables de control que incluye el grado de apertura, la tasa de terminación de la educación primaria y la calidad institucional, La estimación usa una muestra de 18 países latinoamericanos entre 1980 y 2010. 
La estimación por efectos fijos e incluyendo todas las variables de control arroja que la elasticidad  adopta el valor 0.0094.  Entonces, el cambio en la tasa del crecimiento del PIB per capita será

para aumentospor año de líneas fijas, móviles y de accesos a internet a causa del Programa. El modelo sólo se aplicará a aumentos de telefonía fija y móvil.

INFRAESTRUCTURA DE BANDA ANCHA 
La literatura postula que penetración de la banda ancha, específicamente, tiene importantes consecuencias sobre la reducción de costos de transacción de los negocios, el emprendimiento, la calidad institucional y la creación de capital humano y la formación de redes de individuos. Benavides, Castro, Devis y Olivera (2012: 50-55), en el mismo trabajo de Fedesarrollo, estiman el sistema de ecuaciones de Koutroumpis (2009), compuesto por un modelo micro para la inversión y un modelo macro para la función de producción. El modelo captura la relación de doble vía entre crecimiento e infraestructura de banda ancha (con mayor riqueza, la demanda de bienes y servicios aumenta; y, a su vez, la inversión en banda ancha aumenta la riqueza). El modelo está compuesto por las siguientes ecuaciones.
PRODUCCIÓN AGREGADA:

DEMANDA:

OFERTA:

PRODUCCIÓN DE INFRAESTRUCTURA DE BANDA ANCHA:
 
donde i es el índice del país; t es el año de la observación;  es el PIB;  es el acervo de inversión (excluyendo hogares) en telecomunicaciones;  es la población económicamente activa;  es el nivel de penetración de la banda ancha por cada 100 habitantes; es el PIB per cápita;  es el precio de 1 Mbyte/segundo de una conexión a internet en tarifa plana;   es el porcentaje del PIN invertido en educación;  es el porcentaje de la población que vive en áreas con densidades superiores a los 500 habitantes por km2;   es el nivel de inversión total en investigación y desarrollo como porcentaje del PIB;  es el acervo de la inversión en el sector de telecomunicaciones; es el índice de Herfindahl de las conexiones a banda ancha según el tipo de plataforma (cable, DSL –Digital Subscriber Line-, FTTH –Fiber To The Home-); y  es el porcentaje de líneas de banda ancha de tipo DSL dentro del total de conexiones de banda ancha.  
El modelo se aplicó a un panel de 16 países latinoamericanos entre 2002 y 2010. La estimación por SURE (Seemingly Unrelated Equations) arroja una elasticidad  de 0,01152. Con este valor, el cambio en la tasa de crecimiento del PIB será:

donde  es el aumento en penetración de banda ancha logrado por el Programa.

CAPITAL HUMANO
El impacto del capital humano sobre el crecimiento económico es complejo de medir por la diversidad de canales de llegada a la productividad total de los factores, la forma de producir conocimiento codificado o “incorporado” en la mano de obra, la posibilidad de dedicar una fracción de la población a producirlas y el aprendizaje en el trabajo, los problemas de medición, la peculiaridad e interrelación de las intervenciones en salud y educación en el ciclo de vida de los individuos, el género, el punto de partida de la dotación de factores y apertura de la economía, la cantidad y la calidad de la educación, etc.  
EDUCACIÓN 
Dada una rentabilidad Minceriana  de los años de escolaridad y una tasa de descuento r antes de impuestos, el valor presente  de los ingresos obtenidos durante la vida laboral de un individuo es (Heckman, Lochner y Todd 2003): 

donde w(0) es el salario anual de un individuo sin escolaridad, que se incrementa exponencialmente con la rentabilidad Minceriana y la escolaridad,  es la edad a la que se empieza a trabajar después de haber adquirido la escolaridad y T es la edad de retiro. Bernal y Camacho (2012: 74-78) han calculado rentabilidades para educación primaria (1), secundaria (2) y universitaria (3), usando valores w(0) de USD 1,200 anuales para empleados rurales y de USD 2,000 para empleados urbanos. 
La contribución del Programa en educación es la suma:

donde j es el nivel educativo, m es el medio urbano o rural, es el valor presente de los ingresos de un individuo m que pasa del nivel educativo j - 1 al nivel j, y  es el número de individuos vinculados en cada caso a través del Programa. El modelo también discrimina por sexo, al tenerse en cuenta la diferencia en edad de retiro. 

SALUD ADULTA
Para evaluar el impacto sobre salud adulta, se encuentra el promedio  de escolaridad del país, la rentabilidad de Mincer asociada, de forma que el valor presente de los ingresos de un individuo promedio será, de acuerdo con la fórmula de Heckman, Lochner y Todd (2003). 

La contribución incremental aproximada del Programa en salud adulta se medirá como:

donde  es el retorno de la supervivencia de un adulto, estimado por Weil (2007),  es el aumento en la tasa de supervivencia adulta a (igual a 1 – la tasa de mortalidad para individuos con edades entre 15 y 60 años) causado por las intervenciones del Programa, y L es el número de trabajadores que reciben tratamiento. 
La tasa de mortalidad adulta en Colombia es de 140,66 por mil habitantes, el promedio ponderado de la tasa de mortalidad masculina (194 por mil; 49.2% de la población) y la tasa de mortalidad femenina (89 por mil; 50.8% de la población) en 2010, con datos tomados del Banco Mundial en (World Bank 2012). Esta aproximación incluye, en forma reducida, el impacto del saneamiento básico. 
PRIMERA INFANCIA 
Para evaluar el impacto sobre primera infancia, se usan las estimaciones de Bernal y Camacho (2012) de rentabilidad de los Programas Hogares Comunitarios de Bienestar Familiar (), con una duración de 15 meses, y Familias en Acción –componente nutricional en el medio rural (, con una duración de 6 años. 
La estimación de contribución a la primera infancia en el medio rural será:

donde  es el ingreso de un adulto promedio rural sin educación, e I es el número de niños en la intervención. 


3 PROPUESTA DE ÓRDENES DE MAGNITUD DE INTERVENCIONES
EL ESTADO DE LA INVERSIÓN PRIVADA EN SECTORES SELECCIONADOS: RESUMEN PARA PROPONER NIVELES DE INTERVENCIÓN
La participación privada en Colombia tiene experiencias mixtas en Colombia. Los resultados han sido ampliamente positivos en el sector eléctrico, donde existe competencia trabajable en generación, una unidad de planeación indicativa de la oferta energética en el Ministerio de Minas y Energía (UPME), una comisión de regulación, regímenes regulatorios de distribución y transmisión como monopolios naturales sujetos a ingresos regulados o techos de precios, así como pagos por calidad del servicio (frecuencia y duración de las interrupciones). En este momento, y según información de la UPME. Colombia tiene una capacidad instalada de 13,696 MW, de la que el 60% es de propiedad privada (pero la totalidad de las firmas, así sean públicas, enfrentan riesgos de mercado), la cobertura del servicio es del 95%. La inversión privada en energía (incluyendo gas natural) fue de US$684 millones en 2011 (base de datos del Banco Mundial). Este sector no hace parte de los candidatos del Programa.
En telecomunicaciones también existe una experiencia positiva de participación privada; existe una comisión de regulación y la dinámica tecnológica ha hecho crecer el sector y los servicios ofrecidos de manera muy rápida. La penetración de la telefonía celular es superior a 1 móvil/habitante. Uno de los problemas centrales de las telecomunicaciones es la debilidad de la competencia en el mercado de celular y banda ancha (Benavides y Castro 2012), expresada en la velocidad de la penetración y el nivel de precios, que puede reducir la eficiencia de usar a los operadores dominantes establecidos como vehículo para intervenciones del Programa. Dos operadores privados (Claro y Movistar) concentran cerca del 87% del mercado de celular. El segundo problema central del sector es la baja penetración de la banda ancha (sólo 6.9%), que se propone aumentar como intervención del Programa, así como la penetración de la telefonía fija que le puede servir de soporte a la banda ancha. En 2011, el sector recibió una inversión privada de US$ 2,096 millones (base de datos del Banco Mundial). En este caso, el nivel de participación privada en intervenciones propuestas para el Programa dependerá de las actuaciones del Ministerio de la TICs con respecto a la estructura de industria (entrada de nuevos operadores móviles, autorizaciones o no de fusión), los resultados de la subasta para asignar espectro de 4G y las obligaciones de cobertura, y la posibilidad de atraer a nuevos operadores que se encarguen de los proyectos específicos, todas incógnitas hasta el momento. 
El problema del aeropuerto de Bogotá se documenta en detalle en Benavides (2013) para el Programa BID de Logística CO-L1109. EL Aeropuerto El Dorado, cuya ampliación entró en operación en 2012, con una inversión total de US$, quedaría copada en 2018. El sector privado entrevistado para ese trabajo ha identificado este cuello de botella para la competitividad del país y los estudios públicos para solucionarlo se entregarán al Ministerio de Transporte en el mes de junio de 2013.  La tercera pista costaría alrededor de US$ 2,500 millones, y entraría a funcionar en 2020.  
En el sector transporte terrestre, la pésima institucionalidad sectorial existente hasta 2010 ha hecho que la participación privada haya sido posiblemente negativa. Benavides (2010) muestra los canales mediante los que la captura institucional del entonces Instituto Nacional de Concesiones (INCO; algunos de cuyos directores están investigados por la justicia), ahora reemplazado por la Agencia Nacional de Infraestructura (ANI), condujeron a pérdidas de bienestar mediante renegociaciones ineficientes, sobrecostos, adiciones de obra, entrega de vigencias fiscales futuras sin aportes patrimoniales por parte de los concesionarios, etc. No existe un análisis de costos y beneficios de la gestión del INCO, pero el hecho de que muchas de las obras hayan costado más del triple de lo inicialmente contratado, se hayan construido con retrasos superiores a 5 años del cronograma propuesto, son indicios que apuntan a la destrucción de valor. La ANI lleva cerca de dos años estructurando la Cuarta Generación de Concesiones en la red vial primaria, con un valor total aproximado de US$ 24,400 millones de inversión en una década. Sus propuestas, que incluyen un bono de infraestructura pagable contra desempeño a los tenedores de deuda, serán instrumentales en la atracción de inversionistas institucionales (fondos de pensiones), antes ausentes de la financiación privada en transporte. En opinión del consultor (que no compromete a la ANI, de la cual hace parte como asesor del Consejo Asesor de Estructuración), esta entidad tiene a todo su personal técnico comprometido en la Cuarta Generación y en la solución de problemas heredados de la época del INCO. Necesitaría apoyo financiero para estructurar proyectos adicionales por un 50% del valor actual de sus inversiones previstas, una meta ambiciosa pero factible.  
El sector de acueducto y alcantarillado ha venido recibiendo aportes privados crecientes pero modestos. Entre 2007 y 2010, la inversión total en acueducto y alcantarillado fue de aproximadamente US$ 5 mil millones en 4 años; los operadores privados invirtieron el 27% del total, lo que equivale a unos US$ 337 millones anuales (CESIT 2012). La Ley APP es posiblemente más útil en este sector que en los demás sectores de infraestructura por la presencia de más fuentes públicas (Sistema General de Participaciones, regalías, etc.). Esto permite además estructurar más variedades de APP, dependiendo del contexto local. 
Las propuestas de incorporación del sector privado en educación adulta (tecnológica post-secundaria) son de carácter prospectivo, pues se basan en promover el uso de cursos virtuales o semi-presenciales (blended), sobre cuyo alcance no hay suficientes precedentes en Colombia. El éxito de un programa de este tipo dependerá de las reglas del juego que se defina en los trabajos de preparación y de la “viralidad” de los productos. El Programa Vive Digital 2, que se realizará con apoyo del MIT y las universidades Nacional, los Andes y la Javeriana, proveerá elementos de diseño para esta actividad antes de finalizar el año 2013. En el caso de la educación primaria y secundaria con apoyo tercerizado, existe evidencia de casos pilotos de éxito en Bogotá (escuelas con niños que provienen de familias de escasos recursos gestionadas por universidades o colegios privados acreditados) sobre indicadores de salud, peso y altura de los niños, desempeño escolar y sicológico, y la intervención se dimensionará  como un porcentaje posible de reducción de brechas de cobertura.  
En salud preventiva y primera infancia, la Ley 100 ha logrado importantes logros en cobertura pero la regulación y la supervisión han sido insuficientes para contrarrestar el comportamiento oportunistas de un sector público muy voraz. Se está presentando una reforma al Congreso que reduce drásticamente el papel actual de los agentes intermediadores (Empresas Prestadoras de Servicios, EPS), dando un mayor papel a arreglos con participación de los gobiernos departamentales. Los programas que se propone fortalecer en este Programa (salud preventiva y primera infancia) requieren un diseño y seguimiento específico para garantizar su funcionalidad. Los programas en primera infancia siguen siendo gestionados por el sector público y no hay antecedentes privados para este tipo de programas en Colombia. Se prevé que en 2014 existirán 4.7 millones de individuos entre 0 y 4 años, 13.3 millones entre 0 y 14 años, y 30.9 millones entre 15 y 64 años. Se propone un aumento de inversión per capita en salud para logra tasas de supervivencia adulta similares a un país latinoamericano con instituciones y clima similar a Colombia, y a una reducción plausible de brechas de atención a lo largo del tiempo. 
PROPUESTA DE INTERVENCIONES: ESCENARIO BASE
En correlación con el resumen presentado del comportamiento y/o perspectivas privadas en los sectores seleccionados, el siguiente ejercicio de dimensionamiento (Escenario Base) refleja -a juicio del consultor y con base en su experiencia e investigación en todos los sectores de infraestructura cubiertos en las propuestas- aspiraciones expresadas por el Gobierno, brechas y capacidades de gestión de programas sectoriales.
-AEROPUERTOS
La tercera pista del Aeropuerto El Dorado estaría lista en 2020. Movilizaría MM US$ 2,500. 
-CARRETERAS
Se asume que se movilizarán, por parte de privados, para redes primarias o secundarias (regionales), la mitad de fondos que movilizará ANI para concesiones de la red primaria para el actual programa de concesiones de cuarta generación (esta mitad equivale a MM US$ 12,194 en 10 años). Estos fondos pueden construir aproximadamente 1,000 km anuales de carreteras secundarias o 333 km anuales de redes primarias, asumiendo un costo modesto de US$ 1 millón por km para redes secundarias y de US$ 3 millones por km para la red primaria. 
-ACUEDUCTO Y ALCANTARILLADO
Se asume que se adicionarán anualmente 125,000 personas al servicio de acueducto, y 350,000 personas al servicio de alcantarillado, por 10 años (en 2014 se prevé una brecha urbana de 351,953 personas en agua, de 6,335,162 personas en alcantarillado; y una brecha rural de 3,284,899 personas en agua y de 4,340,759 personas en alcantarillado). La inversión en agua es US$ 232 per capita y en alcantarillado es de US$ 258 per capita. La inversión anual total por aumento de cobertura será de MM US$ 119 (MM US$ 2,500 en 10 años). A esta inversión se deben sumar MM US$ 250/año de inversiones de tipo brownfield (APP para rehabilitación y mantenimiento de redes existentes), consistente con los incrementos prudentes en los órdenes de magnitud observados de inversión en el país en la última década. En total, se invertirán anualmente MM US$ 369. 
-ACCESO GENERAL A TELECOMUNICACIONES (EXCEPTO BANDA ANCHA)
Se asume que se adicionarán anualmente 400,000 nuevas líneas fijas y 300,000 líneas móviles rurales y para población urbana pobre, por 10 años (en 2014 se prevé que solamente hay 7.1 millones de líneas fijas; como se mencionó anteriormente, la penetración celular es ahora superior a 1 aparato por habitante, pero esto no implica que la población pobre disponga de estos aparatos). La inversión en telefonía fija es US$ 250/línea, y la inversión en telefonía móvil es US$/suscriptor. 
-INFRAESTRUCTURA DE BANDA ANCHA
Se asume una meta anual de 500,000 conexiones adicionales de banda ancha, por 10 años (en 2011 solamente el 6.9% de la población tenía conexión de banda ancha, equivalente a 3.3 millones de habitantes). La inversión en banda ancha tiene un valor de US$ 1,000/conexión. 

	-EDUCACIÓN
Se propone como intervención que 500,000 niños reciban educación primaria (5 años), que 500,000 jóvenes pasen de primaria a terminar secundaria (6 años) y que 500,000 jóvenes pasen de secundaria a recibir educación tecnológica de 3 años. Los costos anuales por individuo son US$ 150 en primaria, US$ 180 en secundaria y US$ 200 en terciaria. Para las estimaciones se usan las cifras de rentabilidades Mincerianas anuales para educación primaria (5.9%), secundaria (6.7%) y terciaria (17.9%), las proporciones de población femenina y masculina del país (51% y 49% del total, respectivamente; que influyen en la edad de retiro laboral), de población urbana y rural del país (75% y 25% del total, respectivamente), los niveles salariales anuales sin escolaridad urbanos y rurales (US$ 3,000 y US$ 1,800, respectivamente). Con estos parámetros se calcula la diferencia en ingresos vitales (hasta retiro laboral) para cada intervención, en el medio rural y diferenciando por género.   
-SALUD ADULTA
La escolaridad promedio de Colombia prevista para 2014 es 5.5 años. El gasto promedio en salud por habitante de Colombia es US$ 472 anuales. Se estima que una intervención de US$ 121 adicionales por individuo con escolaridad promedio durante 40 años puede mejorar su tasa de supervivencia de 86 a 88 por 1000, usando proporcionalidades con el caso de Costa Rica. Se propone atender de manera óptima, enfatizando prevención y otras intervenciones de alto impacto sobre la reducción de la tasa de mortalidad, a 1 MM de pacientes. El costo total anual del proyecto sería MM US$ 121 de 2014. El valor presente del costo del programa es de MM US$ 1,002. 
-PRIMERA INFANCIA 
La rentabilidad del Programa de Hogares Comunitarios del Bienestar Familiar es 6.5% anual y tiene una duración de 1.25 años para niños recién nacidos. La rentabilidad de Familias en Acción en su componente de nutrición en el medio rural es 7% anual. El ingreso vital promedio rural es US$ 8,550. Se propone que 500,000 niños reciban el tratamiento integrado de 7.25 años. El costo individual de PHCBF es US$ 420, y el de FA es US$ 350/año-individuo. El costo total del Programa por individuo es US$ 2,310. El costo total del Programa en valor presente es MM US$ 973. 
RESUMEN DE INVERSIONES EN LAS INTERVENCIONES PROPUESTAS
En su Escenario Base, el Programa podría movilizar en una década MM US$ 2,500 para aeropuertos; MM US$ 12,194 para carreteras primarias (a cargo de ANI) o secundarias; MM US$ 3,693 para acueducto y alcantarillado; MM US$ 1,450 para telefonía fija y móvil; MM US$ 5,000 para conexiones de banda ancha; MM US$ 1,193 en educación; US$ 1,002 en salud adulta; y US$ 973 en primera infancia. Estas inversiones podrían generan importantes aumentos del PIB (que incluye todos los sectores de la economía, no solamente el sector que origina el impacto). 
Esto equivale a movilizar en APPs un total de MM US$ 24,837 para infraestructura física y MM US$ 3,167 para capital humano. El gran total (MM US$ 28,004) representa el 7.3% del PIB proyectado de 2014. Anualmente, equivale a MM US$ 2,800 de inversión privada, una cantidad factible si se entiende que la mayoría de las intervenciones propuestas están distribuidas a lo sumo en 10 años (salvo la inversión aeropuerto) o en más tiempo incluso (salud).  


4 ESTIMACIONES DE IMPACTO 
Los impactos de las inversiones en infraestructura se calculan con modelos de crecimiento endógeno al estilo de los trabajos de Robert Barro. En el caso de las telecomunicaciones y la banda ancha, se usan parámetros estimados en paneles de países que incluyen a Colombia, con técnicas econométricas estándar que controlan de causalidad (Arellano-Bond y Seemingly Unrelated Regression, según el caso). Estos trabajos de impacto, necesariamente macroeconómicos por la naturaleza del Programa (apoyo abierto con contenidos por definir), han sido presentados en seminarios en diversas universidades colombianas en 2012, y discutidos con equipos técnicos de ministerios y DNP. Las elasticidades estimadas son estadísticamente significativas y se ajustan a los órdenes de magnitud de estudios publicados en revistas internacionales sometidas a revisión por pares. 
Puesto que no existe un modelo universal de crecimiento endógeno que agrupe todos los factores de la función de producción del PIB, se usan modelos diferentes para infraestructura en general, para penetración de telecomunicaciones y para penetración de la banda ancha. Los aumentos de PIB que se originan en cada modelo no se pueden sumar, ni se suman. Los incrementos del PIB por incrementos atribuibles a cada intervención propuesta, dejando el resto de factores-sectores fijos, se calculan con las técnicas usuales de estática comparativa a lo largo de un camino estacionario del PIB (que no necesariamente puede coincidir con la actual senda de crecimiento del PIB del país).      
Se usa una tasa de descuento del 12%. Todas las proyecciones se hacen a partir del 2014. El PIB 2014 proyectado es MM US$ 380,446. La población 2014 proyectada es 46.9 millones. La tasa de cambio se fija en COL$/US$ 1,800 para todo el período de evaluación. Las estimaciones usan la base de datos del Banco Mundial, la ITU, y la información del DANE, el DNP, ministerios sectoriales, y el estudio de Bernal y Camacho (2012). 
A continuación se presentan los resultados para el Escenario Base; se han realizado sensibilidades para la mitad (Escenario Bajo) y para el doble (Escenario Alto) del tamaño de las intervenciones del caso base. Por la aproximación lineal de los modelos, los costos y los impactos se reducen a la mitad o se duplican, respectivamente.
Las estimaciones de impacto asumen que cada intervención es eficiente económicamente (no se puede suponer lo contrario en este nivel del análisis, y no hay circularidad lógica). Cada evaluación individual deberá asegurar retornos sociales positivos. 
En el caso de la infraestructura, hay que aclarar que los impactos se miden sobre el PIB y no sobre el sector en donde se hacen las inversiones.  
AEROPUERTOS
Con la inversión de MM US$ 2,500 para la tercera pista de El Dorado en 2020, el PIB crecería en MM US$ 2,771 en ese año, equivalentes a MM US$ 1,349 del 2014. El acervo de PIB logrado por esta inversión sería MM US$ 10,679 del año 2014. 
CARRETERAS
La inversión anual de MM US$ 1,219 genera un aumento anual del PIB de MM US$ 1,349 en 2014. El acervo de PIB en dólares corrientes creado por cada una de las 10 inversiones de este tipo es MM US$ 10,682. Si estas 10 inversiones se realizaran de manera consecutiva, el acervo total creado sería de MM US$ 69,469 del 2014.
ACUEDUCTO Y ALCANTARILLADO
La inversión anual de MM US$ 369 genera un aumento anual del PIB de MM US$ 408. El acervo de PIB en dólares corrientes creado por cada una de las 10 inversiones de este tipo es MM US$ 3,231. Si estas 10 inversiones se realizaran de manera consecutiva, el acervo total creado será de MM US$ 21,012 del 2014.
ACCESO GENERAL A TELECOMUNICACIONES (EXCEPTO BANDA ANCHA)
La inversión anual de MM US$ 145 genera un aumento anual del PIB de MM US$ 74.5. El acervo de PIB en dólares corrientes creado por cada una de las 10 inversiones de este tipo es MM US$ 434. Si estas 10 inversiones se realizaran de manera consecutiva, el acervo total creado será de MM US$ 2,821 del 2014.
INFRAESTRUCTURA DE BANDA ANCHA
La inversión anual de MM US$ 500 genera un aumento anual del PIB de MM US$ 677.5. El acervo de PIB en US$ de 2014 generado por cada una de estas inversiones es MM US$ 3,945. Si estas 10 inversiones se realizaran de manera consecutiva, el acervo total creado será de MM US$ 25,653 del 2014. Este impacto es notable y consistente con el alto valor de la banda ancha en la vida social y económica durante la fase de expansión. 



EDUCACIÓN
TABLA 1. ESTIMACIÓN DE IMPACTO EN EDUCACIÓN ADULTA
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La Tabla 1 muestra los costos totales del Programa, MM US$ 1,192; y los ingresos totales adicionales para los individuos, del orden de MM US$ 1,222. Este Programa se desarrollaría en 10 años. 
SALUD ADULTA
El aumento hace que un individuo con escolaridad promedio suba su ingreso vital en US$ 671 (partiendo de US$ 5,138). El total de ingresos adicionales de los individuos por esta mejora sería de MM US$ 671. 
PRIMERA INFANCIA 
Con la intervención propuesta, el individuo rural promedio (por simplicidad, se asume que no tiene tratamiento de este tipo) que entra a trabajar a los 15 años sin estudios primarios recibirá un ingreso aproximado adicional vital de US$ $ 1,235. El incremento total de ingresos de la población rural tratada será de MM US$ 618. 


5 VALOR ESPERADO DE LA RELACIÓN BENEFICIO-COSTO
Puesto que uno de los factores que afecta la adición de valor por dinero por parte del sector privado en APP son los incentivos y la institucionalidad, se resumen los aspectos centrales de la microeconomía de las APPS y sus implicaciones de diseño. Estos temas tienden a subestimarse en los análisis de comparador público-privado; no se proponen órdenes de magnitud de este tipo de ganancias en este trabajo. 
LA LÓGICA DE LAS APPS
Iossa y Martimort (2009) discuten los asuntos que complican el diseño de las APPs, pues existen tensiones entre diversos objetivos deseables. La participación privada incluye múltiples tareas (diseño, financiación, construcción, operación y transferencia); implica costos de agencia al sector público, que enfrenta problemas de riesgo moral pues el esfuerzo del agente puede no ser observable o medible; e implica una repartición de riesgos entre el gobierno y operador privado. La presencia de múltiples tareas reduce la potencia de los incentivos si las diversas tareas no están correlacionadas positivamente, como cuando una buena construcción reduce los costos de mantenimiento (en cuyo caso es recomendable “empaquetar” (bundle) los servicios). 
Desde el punto de vista de los problemas de agencia, Iossa y Martimort (2009) encuentran que las APPs “empaquetadas” son débilmente preferibles a la contratación separada de cada servicio. En general, los contratos separados son mejores para la gestión del riesgo que los contratos “empaquetados.” El uso de project financing empaqueta contratos con asignaciones separadas de riesgo y se convierte, a pesar de su costo de estructuración, en un vehículo idóneo para canalizar inversiones en contextos de debilidad institucional (Kleimeier y Versteeg 2010). 
Si las APPs se analizan desde el punto de vista de los derechos de propiedad residual de los activos al final de la concesión, existen incentivos para invertir en la calidad de los activos, como sustituto de la ausencia de contratos completos. Esto es particularmente importante en sectores con activos específicos como hospitales, colegios y prisiones. Adoptando este marco analítico, Iossa y Martimort (2009) encuentran que la propiedad privada y el empaquetamiento son preferibles estrictamente a la propiedad pública y la prestación separada de cada servicio solo cuando hay correlaciones positivas entre los servicios.  
La transferencia de riesgos de construcción y demanda tiene importantes consecuencias prácticas para la participación de inversionistas institucionales, de acuerdo con su aversión al riesgo. Existe además un compromiso entre la potencia de los incentivos y la incertidumbre de la demanda: los contratos de tipo cost-plus no estimulan la reducción de costos, pero acomodan mejor los cambios de demanda, mientras que los contratos de tipo price cap, por su inflexibilidad, inducen innovaciones pero pueden afectar la rentabilidad ante cambios de demanda. 
De acuerdo con Engel, Fischer y Galetovic (2006), la financiación privada no es una forma de ahorrarse los sobrecostos de los impuestos distorsionadores, pues cada peso invertido de impuestos ahorrados que debe pagarse durante la vida del contrato con impuestos distorsionadores futuros de valor igual al ahorro inicial de impuesto. Esta observación sirve de advertencia a los análisis de comparador público-privado, que usualmente no incluyen el costo marginal de los fondos públicos (que es igual a 1 + la carga marginal en exceso de los impuestos distorsionadores (Johansson y Kriström 2010). Ruggeri (1999) revisa diversas estimaciones de este costo, que pueden variar entre 1.14 y 1.57. 
RELACIÓN BENEFICIO-COSTO
Los costos del Programa son MM US$ 25. En el Escenario Base, el total de las intervenciones privadas anuales movilizadas sería de MM US$ 2,800. Si se supone, en primera aproximación, que las intervenciones tienen la rentabilidad social del 12% y que el efecto liquidez del Programa adelanta las inversiones de 1 año, el valor esperado de tal beneficio será de , igual a MM US$ 300. Es decir, la relación beneficio-costo sería bastante alta, igual a 12; esta atractiva relación debe examinarse con prudencia, pero coincide con la lógica de las intervenciones catalíticas, de bajo costo y alto potencial de movilizar recursos. 


6 SENSIBILIDADES 
ESCENARIO SIN MODO CARRETERO
Si los fondos movilizados excluyeran al sector carretero, se movilizarían MM US$ 15,810 en una década, de los cuales MM US$ 12,643 se destinarían a aeropuertos, agua y alcantarillado, telefonía fija y móvil, y banda ancha, y MM US$ 3,167 a capital humano. Esta inversión acumulada asciende 4.2% del PIB proyectado para 2014, igual a una inversión anual privada promedio de 0.42% del PIB, igual a MM US$ 1,581. Los beneficios de las actividades catalíticas del Programa se reducirían a , iguales a MM US$ 169, con lo que la relación beneficio-costo bajaría a 6.8. 
ESCENARIO SIN MODO CARRETERO Y SIN INVERSIÓN EN CAPITAL HUMANO
En el caso más pesimista, el Programa se reduciría a movilizar inversiones privadas en sectores de infraestructura diferentes al modo carretero, y no lograría movilizar recursos al sector de capital humano. En esta situación, se movilizarían MM US$ 12,643 en una década. Esta inversión acumulada asciende a 3.3% del PIB proyectado para 2014, igual a una inversión anual privada promedio de 0.33% del PIB, igual a MM US$ 1,264. Los beneficios del Programa serían , iguales a MM US$ 135; la relación beneficio-costo bajaría a 5.4.
PRUEBA DE ESTRÉS A LA RELACIÓN BENEFICIO-COSTO
Para que el Programa no fuera atractivo socialmente, se requeriría que solo movilizara anualmente inversiones privadas por MM US$ 235, valor que hace que la relación beneficio-costo del efecto catalítico se convierta en 1. Los efectos catalíticos de valor por dinero generados por la participación privada sólo pueden aumentar la rentabilidad social del proyecto a partir de este caso extremo. La estimación de tales beneficios adicionales no puede hacerse sin modelar los canales de transmisión y las incentivos en cada caso, por diseñar una vez se firme el Programa; la evidencia sectorial carece de estimaciones internacionales de valor por dinero que se puedan adaptar, y la experiencia de vinculación del capital privado en Colombia ha sido ambigua en eficiencia, lo que hace complejo predecir el nivel de efectividad del Programa.  



7 OBSERVACIONES FINALES 
Se hacen sugerencias de implantación al Programa y se discuten sectores que no fueron evaluados, pero que son de potencial importancia para el gobierno de Colombia.
Puesto que la infraestructura de transporte está retrasada y este tipo de capital está sujeto a congestión, su productividad actual sobre el resto de la economía es muy alta. Puesto que la mayoría de las redes primarias y secundarias rentables mediante el cobro de peajes se va a agotar rápidamente, el repago de las inversiones privadas deberá cargarse a vigencias futuras del presupuesto nacional o financiarse con deuda. La nueva Financiera de Desarrollo Nacional (FDN; antes FEN), con apoyo del Componente I, podría estudiar el alcance de un programa adicional al de la Cuarta Generación de concesiones, y recomendar las alternativas de estructuración financiera del caso. 
El aeropuerto El Dorado, a pesar de su reciente ampliación, presentará congestión antes de 2018 y no tiene las facilidades para gestionar la logística de exportación de productos de alto valor agregado y/o con tiempos o temperaturas críticas. Los anuncios en el mes de abril de 2013, entre ellos el traslado del aeropuerto militar y gubernamental de CATAM a la población de Madrid, con el fin de ampliar la capacidad de El Dorado, son señales positivas que permiten al gobierno hacer aportes en capital de tipo brownfield a un futuro concesionario y tener, en principio, participación patrimonial en la sociedad que administrará y expandirá el aeropuerto de Bogotá. A esto se suman los avances en estudios y alternativas de expansión que ha encomendado el Ministerio de Transporte y que deben finalizar en junio de 2013. El Componente I podría financiar los diseños y la definición del modelo financiero y de negocio para convertir a El Dorado en un hub regional que compita con Panamá, incluyendo la determinación de tasas aeroportuarias y el nivel de ingresos no aeronáuticos que se podría alcanzar (hoteles, centros de convenciones, plataformas logísticas, etc.) para mejorar la competitividad del transporte aéreo.  
En el servicio de agua potable y saneamiento, uno de los más sujetos a los riesgos de la debilidad  institucional local, no existe modelo universal para atraer al sector privado. El gran reto del Componente I es dedicar recursos para identificar los arreglos factibles de gobierno y participación privada en cada caso, de acuerdo con el contexto. Un punto de partida útil es el trabajo de Vives et al (2007), que propone de manera detallada los arreglos y mitigantes de riesgo que podrían usarse para la estructuración de proyectos en este sector. 
Las inversiones en expansión de la conectividad en telecomunicaciones pueden hacerse mediante el esquema de APP propuesto por Fredebeul-Krein y Knoben (2010), que examina cuidadosamente la asignación de riesgos propios del sector. En el caso de la banda ancha, el Componente I podría financiar la estructuración de las aplicaciones y desarrollo de contenidos para Vive Digital 2 que propondrá el MINTIC en 2014, con apoyo del MIT y universidades colombianas. 
Las inversiones en capital humano son ampliamente reconocidas por su impacto sobre los ingresos futuros de los individuos, la equidad y el crecimiento económico. No hay experiencia de estructuración sofisticada de atracción de capital privado en este sector en Colombia. Por lo pronto, la mayoría de programas existentes se relacionan con el sector privado al nivel de proveedores en salud, pero no de inversionistas o gestores de gran escala. En el caso de salud y primera infancia, el Componente I podría evaluar alternativas de arreglos de inversión o gestión, con pagos condicionados por índices de calidad en la atención, además de confirmar o proponer las instancias de regulación o regulación de los servicios que ya se prestan por el estado; en opinión del consultor, no sería necesario un cambio en la estructura de la organización ministerial, pero sí se requiere fortalecer la capacidad de formulación, seguimiento y evaluación de estos programas. En el caso de la educación superior, se pueden cofinanciar vouchers para que el lado de la demanda decida el tipo de programa y la institución. 
Hay tres tipos de intervenciones que no se evalúan en este trabajo: justicia, seguros y desastres naturales, y mantenimiento de infraestructura. Estas son áreas de potencial impacto e interés para el gobierno de Colombia, pero no existe información ni modelos disponibles para su evaluación. Para cada uno de estos temas se invita al lector a revisar las referencias adjuntadas al final del trabajo, que pueden servir de insumo para formular los estudios que se recomienda adelantar. 
En el caso de la justicia (cárceles), la evidencia internacional de Valor por Dinero por la financiación y gestión privada es ambigua: los resultados pueden ser muy buenos o muy malos, como sucede en el Reino Unido (National Audit Office 2003). En Colombia, además, se están discutiendo sistemas de castigo y gestión de infractores que incluyan la reclusión como caso extremo, con lo cual podrían reducirse las presiones por construir más cárceles (modelo de Estados Unidos, capturado por intereses de la industria carcelaria privada; ver Sturr 2006). El Componente I podría encargar un estudio preliminar de los costos y beneficios sociales de un nuevo sistema penal como el que proponen investigadores del Grupo de Derecho de Interés Público de la Universidad de los Andes (2010); Berrío (2012).
Los desastres naturales pueden aumentar la productividad de un país cuando aceleran la adopción de nuevas tecnologías que reemplazan las viejas, o no tienen impactos detectables sobre el PIB (, como argumentan Cavallo et al 2011) en el muy largo plazo. Sin embargo, hay evidentes costos de disrupción de corto y mediano plazo que deben gestionarse, incluyendo el aumento de seguridad para reducir el costo de pérdidas de vidas humanas. Y algunos estudios muestran que existe una relación positiva entre la actividad de aseguramiento y el crecimiento del PIB (Kim 2011; Kugler y Ofoghi 2005). El Componente I podría encomendar un estudio del nivel de aseguramiento óptimo de la infraestructura física de Colombia, teniendo en cuenta los posibles impactos del cambio climático; este estudio debería determinar a su vez el nivel de inversiones en resiliencia (que no necesariamente debe ser alta en sitios de alta vulnerabilidad climática).
Por último, es ampliamente conocido el positivo impacto del mantenimiento de la infraestructura terrestre; con inversiones pequeñas se pueden ahorrar enormes sumas en rehabilitación. Invertir sin mantener crea ilusiones fiscales. Agénor (2005) demuestra que, cuando tanto la inversión como el mantenimiento son variables de elección en presencia de restricciones fiscales, se pueden determinar proporciones endógenas de ambas actividades que maximizan el crecimiento económico de una sociedad. Existen modelos sofisticados (Dornan 2002; Zouch, Yeung y Castanier 2011) de gestión del mantenimiento vial que podría adaptarse por INVIAS con fondos del Componente I.  
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Escenario base

ΔV por individuo # individuos Ganancia u ΔV por individuo # individuos Ganancia r

Masculino 1.413                                  183.750                                                                      259.624.475                                           848                                                                                             61.250                            51.924.895                      

Femenino 1.406                                  191.250                                                                      268.953.094                                           844                                                                                             63.750                            53.790.619                      

Masculino 228                                     183.750                                                                      41.954.764                                             137                                                                                             61.250                            8.390.953                        

Femenino 215                                     191.250                                                                      41.210.662                                             129                                                                                             63.750                            8.242.132                        

Masculino 1.100                                  183.750                                                                      202.103.296                                           660                                                                                             61.250                            40.420.659                      

Femenino 1.072                                  191.250                                                                      205.076.969                                           643                                                                                             63.750                            41.015.394                      

Total g urbano: 1.018.923.261                                       Total g rural: 203.784.652                    

 

Ganancias U+R: 1.222.707.913                                                         

Costos u Costos r

Masculino 183.750                                                                      137.812.500                                           61.250                            45.937.500                      

Femenino 191.250                                                                      143.437.500                                             63.750                            47.812.500                      

Masculino 183.750                                                                      198.450.000                                           61.250                            45.937.500                      

Femenino 191.250                                                                      206.550.000                                           63.750                            47.812.500                      

Masculino 183.750                                                                      110250000 61.250                            45.937.500                      

Femenino 191.250                                                                      114750000 63.750                            47.812.500                      

Total c urbano: 911.250.000                                           Total c rural: 281.250.000                    

 

Costos U+R: 1.192.500.000                                                         
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